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ENTIDADES LOCALES PARA LOGRAR UNA MOVILIDAD SOSTENIBLE EN EL 

TRANSPORTE PÚBLICO COLECTIVO, EJERCICIOS 2023 Y 2024 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

¿Han logrado las actuaciones realizadas 

por los ayuntamientos que el transporte 

público colectivo sea más sostenible? 
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¿QUÉ SE HA FISCALIZADO? ¿CON QUÉ OBJETIVOS?

FISCALIZACIÓN SOBRE LAS MEDIDAS ADOPTADAS POR LAS ENTIDADES LOCALES PARA LOGRAR UNA MOVILIDAD 

SOSTENIBLE EN EL TRANSPORTE PÚBLICO COLECTIVO, EJERCICIOS 2023 Y 2024

¿QUÉ SE HA FISCALIZADO Y CON QUÉ OBJETIVOS?

Cada año se realizan en España más de tres mil 

millones de viajes urbanos en transporte regular 

colectivo. La movilidad sostenible busca 

promover el bienestar, al impulsar una movilidad 

más accesible, eficiente, eficaz e inclusiva, que 

contribuya a reducir las emisiones, mejorar la 

calidad del aire, ganar espacio para los peatones y 

ciclistas y disminuir la accidentalidad.

● Por la conveniencia de realizar fiscalizaciones 

operativas relacionadas con el análisis del 

sometimiento de la actividad económico-

financiera del sector público al principio de la 

sostenibilidad ambiental.

● Para analizar actuaciones acogidas, parcial o 

íntegramente, al Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia (PRTR).

➔  Verificar el cumplimiento de la normativa en materia 

medioambiental y de accesibilidad social. 

➔ Verificar las actuaciones realizadas por las entidades para 

planificar y promover una movilidad sostenible. 

➔    Analizar el alcance de las actuaciones realizadas para 

lograr la sostenibilidad en el transporte colectivo urbano: 

tramitación, coste, financiación y grado de ejecución. 

➔ Verificar la existencia de mecanismos de seguimiento y 

control de la ejecución de las actuaciones fiscalizadas.

➔ Verificar la observancia de la normativa para la igualdad 

efectiva de mujeres y hombres, las prescripciones de 

transparencia, así como las medidas al servicio de 

garantizar la integridad en la gestión pública.

ÁMBITO OBJETIVO

Actuaciones llevadas a cabo por las entidades locales para lograr una 

movilidad sostenible en el transporte público colectivo urbano desde una 

triple perspectiva: medioambiental, social y/o económica.

ÁMBITO SUBJETIVO

Ayuntamientos de Alicante, Bilbao, Córdoba, Las Palmas de Gran Canaria, 

Málaga, Murcia, Palma, Sevilla y Zaragoza.

ÁMBITO TEMPORAL

Ejercicios 2023 y 2024.

¿POR QUÉ ES IMPORTANTE SU CONTROL?¿QUÉ ES LA MOVILIDAD SOSTENIBLE?

   
Relativas a las características del servicio público colectivo 

• Todos los ayuntamientos cuentan con servicio público colectivo de 

autobús. Murcia, Sevilla y Zaragoza disponen, además, de tranvía, y Bilbao 

de funicular, que se gestionan mediante sociedades mercantiles municipales 

o concesiones a empresas privadas o de economía mixta.

Relativas a la planificación sobre movilidad sostenible

• Todos los ayuntamientos tienen instrumentos de planificación relacionados 

con el transporte público colectivo, que incluyen medidas dirigidas a 

mejorar su sostenibilidad medioambiental y social. No obstante, realizaron, 

con carácter general, un seguimiento limitado de estos instrumentos. 

Relativas a las actuaciones realizadas para lograr la sostenibilidad  

• En 2023 y 2024 los ayuntamientos adquirieron 364 vehículos limpios y 

material móvil tranviario por importe de 194,6 millones de euros y 

30,4 millones de euros, respectivamente; acometieron actuaciones 

para la recarga de autobuses por un total de 34,9 millones de euros; 

realizaron obras con un coste de 108,6 millones de euros; actuaciones 

de digitalización por 36,8 millones de euros; para la promoción del 

transporte público por 1,6 millones de euros; además de otras 

actuaciones por 7,3 millones de euros. Para todo ello  recibieron 

subvenciones por importe de 181,6 millones de euros, el 79 % del 

PRTR. 

• En algunos de los contratos examinados se produjeron incidencias 

tales como demoras, modificaciones, suspensiones, resoluciones e 

imposición de penalidades.

Relativas al seguimiento y control  de la ejecución de actuaciones

• Los ayuntamientos no han realizado, con carácter general, un 

seguimiento posterior de las actuaciones concluidas referidas en el 

Informe.

Relativas a las subvenciones recibidas en el marco del PRTR:

• Los ayuntamientos, de forma individual y/o mediante agrupación de 

municipios, han recibido fondos del Programa de ayudas para la 

transformación digital  y sostenible del transporte urbano, si bien el de 

Córdoba renunció a la subvención inicialmente concedida.

   

Los ayuntamientos fiscalizados deberían:  

➢ Adoptar, salvo los Ayuntamientos de Murcia y Palma, las 

medidas necesarias para adaptar los planes de movilidad 

urbana sostenible a las previsiones de la Ley de cambio 

climático y transición energética.

➢ Establecer procedimientos para garantizar el examen 

permanente del grado de cumplimiento de los objetivos 

fijados en los instrumentos de planificación, que permitan 

analizar las desviaciones y proponer actuaciones 

correctivas. 

➢ Concretar en los planes sobre movilidad el número de 

autobuses que prevén adquirir, el tipo de combustible, el 

periodo en que han de realizarse las compras, con el fin de 

poder realizar un seguimiento adecuado que permita 

valorar la consecución de los objetivos previstos.  

➢ Establecer en los contratos de los Ayuntamientos de 

Alicante, Las Palmas de Gran Canaria, Palma y Zaragoza 

salvaguardas para garantizar el cumplimiento por las 

empresas suministradoras de los plazos de entrega de los 

vehículos y fijar con mayor precisión el número de 

autobuses que el Ayuntamiento de Málaga tiene previsto 

comprar.

➢ Extremar el rigor en la planificación, preparación, 

adjudicación y supervisión de los contratos.

➢ Establecer procedimientos para verificar el grado de 

ejecución y la efectividad de las actuaciones realizadas para 

lograr la sostenibilidad del transporte público colectivo y su 

adecuación a las necesidades del servicio.

RECOMENDACIONES

CONCLUSIONES

Informe aprobado por el Pleno el 18 de diciembre de 2025
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■ Introducción 
 

 

¿Por qué el Tribunal de Cuentas ha realizado esta fiscalización? 

Esta fiscalización tiene su origen en la conveniencia de acometer fiscalizaciones operativas 

relacionadas con el análisis del sometimiento de la actividad económico-financiera del sector 

público al principio de la sostenibilidad ambiental, además de analizar actuaciones acogidas, parcial 

o íntegramente, al Plan de Recuperación, Transformación, y Resiliencia (PRTR). 

¿Qué se ha fiscalizado? 

Se han verificado el conjunto de actuaciones 

llevadas a cabo por los ayuntamientos de 

municipios con una población comprendida entre 

300.000 y 750.000 habitantes −Ayuntamientos 

de Alicante, Bilbao, Córdoba, Las Palmas 

de Gran Canaria, Málaga, Murcia, Palma, 

Sevilla y Zaragoza− para lograr una movilidad 

sostenible en el transporte público colectivo 

urbano, desde una triple perspectiva: 

medioambiental, social y/o económica.  

  

La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (LRBRL), atribuye a los 

municipios, como competencias propias, la movilidad y el transporte colectivo urbano y 

establece el transporte colectivo urbano de viajeros como servicio obligatorio en los municipios 

de más de 50.000 habitantes. 

La Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética, promueve una serie 

de medidas en defensa del medio ambiente y el diseño de ciudades y comunidades sostenibles. 

Entre ellas, que los municipios de más de 50.000 habitantes y los territorios insulares aprueben 

planes de movilidad urbana que incluyan medidas para la mejora y uso de la red de transporte 

público, incluyendo medidas de integración multimodal, así como la electrificación de la red de 

transporte público y otros combustibles sin emisiones de gases de efecto invernadero, como el 

biometano. 



RESUMEN DEL INFORME DE FISCALIZACIÓN N.º 1.668  

 

 2  

 

■ Principales resultados y conclusiones 

1. Relativas a las características del servicio público colectivo en las entidades fiscalizadas 

Los Ayuntamientos de Córdoba, Las Palmas de Gran Canaria, Málaga, Palma 

y Sevilla prestaron en 2023 y 2024 el servicio de transporte público colectivo urbano a 

través de sociedades mercantiles municipales y los de Alicante, Bilbao, Murcia y 

Zaragoza mediante concesiones a empresas privadas o de economía mixta. 

El servicio de transporte público colectivo urbano lo prestaron a través de autobús y los 

Ayuntamientos de Murcia, Sevilla y Zaragoza cuentan, además, con un tranvía, y el de Bilbao 

con un funicular. 

Todos los municipios aumentaron las flotas de autobuses, salvo la de Bilbao, que permaneció 

igual porque se sustituyeron los autobuses diésel por eléctricos, y la de Palma, que sufrió un 

ligero descenso. En el caso de la del Ayuntamiento de Murcia, solo incrementó su número con 

autobuses diésel con sistema AdBlue. 

En 2024 la flota del Ayuntamiento de Málaga estaba compuesta en su totalidad por autobuses 

limpios, seguido del Ayuntamiento de Bilbao, con un 82,3 %. En cambio, en los Ayuntamientos 

de Las Palmas de Gran Canaria y Murcia, el porcentaje de vehículos limpios solo asciende a un 

6,9 % y un 23,7 %, respectivamente.  

Este incremento de la flota con vehículos no contaminantes ha contado con ayudas procedentes del 

PRTR, dirigidas a la adquisición de vehículos cero emisiones −eléctricos o impulsados por hidrógeno−, 

salvo en las adquisiciones del Ayuntamiento de Córdoba. 

En los ejercicios fiscalizados ha aumentado el número de viajeros y el de viajes realizados, 

especialmente en Palma, Murcia, Alicante y Las Palmas de Gran Canaria, 

fundamentalmente debido a la superación de la pandemia COVID-19 y a las políticas tarifarias llevadas 

a cabo por los ayuntamientos fiscalizados. También han contribuido las políticas dirigidas a fomentar el 

uso del transporte público, el aumento del coste de otros medios de transporte, el crecimiento 

poblacional, así como las mejoras en la prestación del servicio.  

 

2. Relativas a la planificación sobre movilidad sostenible 

Todos los ayuntamientos han aprobado instrumentos de planificación relacionados con 

el transporte público colectivo en los que incluyeron medidas dirigidas a mejorar su 

sostenibilidad medioambiental y social. 

Todos cuentan con Planes de movilidad urbana sostenible (PMUS), que contienen medidas para la 

mejora y uso de la red de transporte público, incluyendo medidas de integración multimodal. No 

obstante, estos PMUS, salvo el del Ayuntamiento de Palma, se aprobaron con anterioridad a la 

entrada en vigor de la Ley de cambio climático y transición energética, sin que se hayan llevado a cabo 

las modificaciones necesarias para adaptarlos al contenido mínimo previsto en esa norma. El 

Ayuntamiento de Murcia encargó en febrero de 2022 a una sociedad mercantil municipal la 

revisión del PMUS, si bien aún no se ha aprobado el nuevo Plan. El del Ayuntamiento de Málaga se 

aprobó un mes más tarde a la entrada en vigor de la Ley y en su elaboración se tuvo en cuenta el 

Anteproyecto de Ley, si bien no se ha modificado para ajustarlo íntegramente a la norma.   
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También disponen, salvo el Ayuntamiento de Alicante, de Planes de Acción para el Clima y la 

Energía Sostenible (PACES). El Ayuntamiento de Córdoba optó por realizar la planificación en 

materia de cambio climático siguiendo su normativa autonómica. Asimismo, cuentan, a excepción del 

Ayuntamiento de Palma, con Planes de Acción Agenda Local Urbana. 

Los ayuntamientos realizaron un seguimiento, con carácter general, limitado de sus 

instrumentos de planificación. Solo los PMUS de los Ayuntamientos de Alicante, Bilbao, 

Málaga, Murcia, Palma y Zaragoza incluyeron indicadores para hacer el seguimiento de las 

medidas previstas en ellos, y únicamente en los Ayuntamientos de Bilbao, Córdoba y Málaga se 

han constituido comisiones encargadas de llevar a cabo ese seguimiento. De todos ellos, solo los 

Ayuntamientos de Bilbao y Málaga han elaborado informes de seguimiento. 

 

3. Relativas a las actuaciones realizadas para lograr la sostenibilidad en el transporte 

público colectivo 

Los ayuntamientos fiscalizados realizaron en 2023 y 2024 diversas actuaciones dirigidas a lograr 

la movilidad sostenible en el transporte colectivo urbano, por importe de 414.135,8 miles de 

euros, de los que el 62,8 % corresponde a la adquisición de material móvil e infraestructuras para la 

recarga de vehículos, el 26,2 % a obras y estructuras en la vía pública, el 8,9 % a digitalización, el 

0,38 % a información y difusión del transporte público colectivo y el 1,8 % a otras actuaciones. 

Los planes sobre movilidad de los ayuntamientos fiscalizados no concretaron el 

número y el porcentaje de vehículos que se iban a adquirir, el tipo de combustible, ni 

el periodo temporal en el que habían de realizarse las compras, por lo que no es posible 

verificar su grado de cumplimiento. Solo el PACES del Ayuntamiento de Bilbao o los 

PMUS de los Ayuntamientos de Palma y Zaragoza han determinado el número o el tipo 

de vehículo a adquirir. 

 Todos los ayuntamientos, salvo el Ayuntamiento de Murcia, adquirieron, bien 

directamente o a través de las empresas municipales o concesionarias, un total de 364 

autobuses con el objeto de incrementar las flotas de vehículos destinados al transporte público 

colectivo y de transformarlas por otras más limpias, por importe de 194.621,6 miles de euros. Para 

sufragar dicho coste, las entidades han recibido subvenciones por importe de 55.011,1 miles de euros, 

de los que el 84,9 % corresponden a ayudas concedidas en el marco del PRTR. 

A excepción de los Ayuntamientos de Córdoba y Murcia, todos los ayuntamientos acometieron 

actuaciones para la recarga de autobuses, por importe de 34.907,1 miles de euros. Salvo los de Las 

Palmas de Gran Canaria y Sevilla, recibieron ayudas para ejecutar todas o algunas de estas 

actuaciones por 18.100,9 miles de euros, el 99,8 % procedentes del PRTR. 

Los Ayuntamientos de Sevilla y Zaragoza han adquirido material móvil tranviario por 30.395,1 

miles de euros, contando con subvenciones del PRTR por 26.142,4 miles de euros.  

En la adquisición de autobuses se han detectado incidencias: demoras en las entregas de los 

vehículos −Ayuntamientos de Alicante, Las Palmas de Gran Canaria, Palma y 

Zaragoza−, problemas de sobrecalentamiento del sistema híbrido −Ayuntamiento de Córdoba−, 

deficiencias en la planificación sobre el número de autobuses a adquirir −Ayuntamiento de Málaga− 

e imposición de penalidades al contratista −Ayuntamiento de Sevilla−.  

Las demoras o el incremento del número de autobuses han motivado que las entidades hayan tenido 

que solicitar ampliaciones de plazo y modificaciones del alcance de las actuaciones cofinanciadas con 

subvenciones concedidas en el marco del PRTR. En el caso del Ayuntamiento de Palma, una de las 
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solicitudes de ampliación de plazo fue inadmitida por extemporánea. 

También se han producido demoras y/o ampliaciones de plazo de ejecución de las actuaciones de 

recarga de vehículos de los Ayuntamientos de Alicante, Las Palmas de Gran Canaria, Palma 

y Zaragoza y en la compra de dos unidades tranviarias adquiridas por la empresa municipal del 

Ayuntamiento de Sevilla.  

Los Ayuntamientos de Bilbao, Córdoba, Las Palmas de Gran Canaria, Málaga, 

Murcia, Palma, Sevilla y Zaragoza acometieron obras vinculadas con el transporte público 

colectivo, para lo que han celebrado 56 contratos, con un importe total, incluido el de las 

modificaciones contractuales aprobadas hasta 31 de diciembre de 2024, de 108.608,4 miles de euros, 

contando con ayudas por 58.225,6 miles de euros, el 47,9 % del PRTR. 

El Ayuntamiento de Alicante no ha llegado a ejecutar ninguna obra, pues la prevista para la 

implantación de un carril bus se canceló por ser imposible su ejecución de manera simultánea con 

otra obra, lo que motivó la resolución del contrato y el abono al contratista de 12 mil euros en 

concepto de indemnización. 

Se han producido demoras y/o ampliaciones de plazo en la ejecución de algunas de las obras 

ejecutadas por los Ayuntamientos de Bilbao, Las Palmas de Gran Canaria, Málaga, Murcia, 

Palma y Sevilla; se han suspendido obras y resuelto algunos de los contratos celebrados por el 

Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria, y se han aprobado modificaciones de contratos 

de obras celebrados por los Ayuntamientos de Málaga, Murcia, Palma y Sevilla. 

Todos los ayuntamientos han llevado a cabo en los ejercicios fiscalizados actuaciones dirigidas a 

impulsar la digitalización del transporte público colectivo, para lo que han celebrado 113 

contratos, por importe de 36.750,8 miles de euros, incluidas las modificaciones aprobadas hasta 31 de 

diciembre de 2024, habiendo recibido todos, a excepción de los de Bilbao y Sevilla, ayudas por 

23.870,8 miles de euros, el 95,9 % del PRTR. 

Dichas actuaciones las han ejecutado manera individualizada y/o integrados en una agrupación de 

municipios. Los Ayuntamientos de Las Palmas de Gran Canaria, Málaga y Palma, junto con 

el de San Sebastián, concurrieron agrupados a la primera convocatoria del Programa de ayudas para la 

transformación digital y sostenible del transporte urbano, PRTR, con el objeto de desarrollar el 

proyecto INNOBUS-Tur, un proyecto colaborativo de digitalización de la red de transporte público. 

Se han producido demoras y/o ampliaciones de plazo en la ejecución de algunos de los contratos de 

los Ayuntamientos de Alicante, Las Palmas de Gran Canaria, Murcia, Palma y Sevilla; y se 

han aprobado modificaciones de contratos de los Ayuntamientos de Las Palmas de Gran 

Canaria, Málaga y Sevilla. 

Los Ayuntamientos de Alicante, Córdoba, Las Palmas de Gran Canaria, Sevilla y 

Zaragoza han llevado a cabo campañas de publicidad o sesiones informativas sobre el transporte 

público colectivo, y la empresa municipal de transportes del Ayuntamiento de Palma ha 

desarrollado un proyecto educativo dirigido principalmente al público joven. El coste de estas 

actuaciones ha ascendido a 1.575,3 miles de euros, habiendo recibido ayudas por 79,5 miles de euros. 

Los Ayuntamientos de Alicante, Las Palmas de Gran Canaria, Murcia, Sevilla y 

Zaragoza han realizado otras actuaciones, por importe de 7.277,4 miles de euros: implantación del 

Sistema Gestión Ambiental; transporte a la demanda a las partidas rurales de Alicante y aumento de la 

extensión de la red de transporte urbano; servicios de mantenimiento de los puntos o postes de 

información al viajero; convenio con una Universidad para el desarrollo del laboratorio de Movilidad 

Urbana Municipal de Murcia; servicio de gestor integral de residuos peligrosos y no peligrosos y 

ampliación de tres líneas de autobuses, respectivamente. 
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El importe de las actuaciones realizadas por cada ayuntamiento según su tipología, así como el 

importe global junto con el porcentaje que representa la financiación externa con la que han contado 

(PRTR y otras), se muestra en el cuadro siguiente: 

Entidad 

Adquisición 

material móvil y 

recarga 

vehículos  

Obras y 

estructuras en 

vía pública  

 Digitalización 
 Información  

y difusión 
Otras 

Total 

Importe  

Financiación 

externa 

(%) 

Alicante 15.262,19 0,00 3.257,07 59,19 3.837,86 22.416,32 26,1 

Bilbao 6.967,88 493,44 103,66 0,00 0,00 7.564,99 86,2 

Córdoba 7.755,00 17,30 4.945,29 36,94 0,00 12.754,53 1,1 

Las Palmas de 

Gran Canaria 
9.996,89 34.544,52 5.761,28 198,72 1.812,04 52.313,44 13,6 

Málaga 40.797,80 1.631,33 6.746,67 0,00 0,00 49.175,80 40,6 

Murcia 0,00 29.575,52 5.267,65 0,00 102,05 34.945,21 79,0 

Palma  29.740,60 5.427,48 7.917,43 58,38 0,00 43.143,89 37,0 

Sevilla  58.029,78 36.611,12 1.486,69 1.222,08 30,00 97.379,66 56,3 

Zaragoza 91.373,63 307,72 1.265,08 0,00 1.495,47 94.441,91 46,0 

Total  259.923,77 108.608,43 36.750,82 1.575,31 7.277,42 414.135,75 43,8 

Importes en miles de € 

 

4. Relativas al seguimiento y control de la ejecución de las actuaciones fiscalizadas y a las 

encuestas de satisfacción 

Los ayuntamientos fiscalizados no han realizado, con carácter general, un seguimiento posterior 

de aquellas actuaciones examinadas que se encuentran concluidas, con el objeto de verificar su 

efectividad y si se han alcanzado los objetivos previstos, lo que les permitiría identificar aspectos 

susceptibles de mejora.  

Los Ayuntamientos de Alicante, Bilbao, Málaga, Murcia y Zaragoza o sus empresas 

municipales se han referido, en los informes de seguimiento de algunos de los instrumentos de 

planificación relacionados con el transporte público colectivo, a algunas de las actuaciones fiscalizadas, 

si bien el análisis realizado es fundamentalmente descriptivo. La empresa municipal del 

Ayuntamiento de Sevilla realiza anualmente un seguimiento de su Plan Estratégico, en el que 

analiza el grado de cumplimiento de las metas fijadas en el ejercicio, y ha emitido dos informes sobre 

una de las actuaciones fiscalizadas. 

La agrupación de municipios formada por los Ayuntamientos de Málaga, Palma y Las Palmas 

de Gran Canaria, junto con el de San Sebastián, tampoco ha llevado a cabo actuaciones de 

seguimiento del proyecto INNOBUS-Tur. El Comité del Proyecto y la Comisión Técnica se han 

reunido con el objetivo de revisar la ejecución del proyecto de cara al seguimiento, modificación y 

justificación de mismo ante el Ministerio concedente de las subvenciones y de adoptar decisiones 

sobre transferencias internas de presupuesto, a fin de evitar posibles incumplimientos en algunas de 

las actuaciones previstas en el proyecto.  

Los ayuntamientos examinados o las empresas concesionarias del servicio de transporte público 

colectivo urbano realizan encuestas de satisfacción a los usuarios, que les permiten conocer la opinión 

de los viajeros sobre la calidad del servicio, la infraestructura, la seguridad, los precios y la cobertura, 

utilizando cuestionarios para identificar áreas de mejora y evaluar la experiencia del usuario. 
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5. Relativas las subvenciones recibidas por los ayuntamientos fiscalizados procedentes 

del Programa de ayudas a municipios para la implantación de zonas de bajas emisiones 

y la transformación digital y sostenible del transporte urbano, en el marco del PRTR, y 

del cumplimiento de los principios transversales del PRTR 

El Programa de ayudas para la transformación digital y sostenible del transporte urbano, en el 

marco del PRTR, ha contado con dos convocatorias, una en 2021 y otra en 2022. A los 

ayuntamientos fiscalizados se les otorgaron subvenciones en la primera convocatoria por un importe 

total de 169.779,7 miles de euros. No obstante, el Ayuntamiento de Córdoba renunció a la 

subvención inicialmente concedida, de 11.014,6 miles de euros. Los Ayuntamientos de Bilbao, 

Málaga, Sevilla y Zaragoza resultaron beneficiarios en la segunda convocatoria, con ayudas por 

65.623,1 miles de euros. 

A 30 de septiembre de 2025, fecha de corte de los trabajos de fiscalización, los 

Ayuntamientos de Bilbao, Palma −una de las dos solicitudes−, Sevilla y Zaragoza han 

aportado al Tribunal de Cuentas justificante de haber presentado ante el Ministerio 

concedente de las ayudas la documentación justificativa correspondiente a la primera 

convocatoria. El Ayuntamiento de Donostia/San Sebastián, como representante de la 

agrupación, ha presentado la del proyecto INNOBUS-Tur en el que también participan los 

Ayuntamientos de Málaga, Palma y Las Palmas de Gran Canaria. La justificación del 

resto de proyectos aún no se había presentado por no haber concluido el plazo de ejecución 

y/o de justificación. 

Todas las entidades fiscalizadas han aprobado un Plan de Medidas Antifraude (PMA) con 

posterioridad a la presentación de la solicitud de las subvenciones, si bien todas ellas los 

aprobaron antes de la resolución de concesión de las ayudas. Todos los PMA, salvo los de los 

Ayuntamientos de Málaga y Palma, han sido actualizados con posterioridad, estando el primero 

de ellos en proceso de revisión y modificación.   

Todos los ayuntamientos constituyeron una unidad o comisión antifraude, aunque solo consta que se 

han reunido las de los Ayuntamientos de Málaga, Murcia y Palma durante el periodo de 

ejecución de los proyectos subvencionados. 

No consta que el Ayuntamiento de Palma haya informado al Ministerio concedente de las 

subvenciones del Programa de ayudas para la transformación digital y sostenible del 

transporte urbano, la percepción de financiación autonómica para la adquisición de autobuses. 

En todo caso, el importe conjunto de las ayudas recibidas no ha superado el importe de la 

actuación. 

6. Relativas a la igualdad efectiva de mujeres y hombres y transparencia 

Todos los ayuntamientos fiscalizados contaron con un Plan de Igualdad, si bien el periodo 

de vigencia de los planes de los Ayuntamientos de Las Palmas de Gran Canaria y 

Palma era anterior a los ejercicios fiscalizados, sin que hayan aprobado otros con 

posterioridad. Los de los Ayuntamientos de Las Palmas de Gran Canaria, Málaga y 

Sevilla contemplan medidas relacionadas con la movilidad y el transporte público colectivo, 

fundamentalmente dirigidas a garantizar la seguridad de la mujer. 
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Los PMUS de los Ayuntamientos de Bilbao, Córdoba y Zaragoza introducen el enfoque de 

género en el ámbito de la movilidad urbana con el objetivo de avanzar en términos de igualdad entre 

hombres y mujeres, aunque el último no incorpora medidas para resolver los problemas detectados 

en este ámbito. 

Todas las entidades han incluido en los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los 

contratos examinados condiciones especiales de ejecución con el fin de promover la igualdad en el 

mercado de trabajo y/o medidas relacionadas con la igualdad de género como criterios de 

adjudicación en caso de empate. 

Los Ayuntamientos de Alicante, Bilbao, Las Palmas de Gran Canaria, Málaga y Sevilla 

ofrecen el servicio de paradas a demanda o bajada entre paradas atendiendo a razones de seguridad o 

accesibilidad desde una perspectiva de género. Los dos primeros cuentan con tarifas especiales para 

mujeres víctimas de violencia de género. 

 En general, las entidades analizadas publican la información obligatoria relacionada con 

el objeto de la fiscalización, aunque se han observado algunas carencias, entre ellas, en 

la información presupuestaria y en la publicación de los informes de fiscalización y auditoría 

emitidos por los órganos de control externo e interno. 
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■ Valoración Global 
 

 

 
 

 

 

 

Cada año se realizan en España más de tres mil millones de viajes urbanos en transporte regular 

colectivo, por lo que los ayuntamientos han de impulsar una movilidad accesible, eficiente, eficaz e 

inclusiva, que contribuya a reducir las emisiones contaminantes y mejorar la calidad del aire. 

Con este fin los ayuntamientos fiscalizados han ejecutado en los ejercicios 2023 y 2024 una serie de 

actuaciones con el fin de lograr la sostenibilidad medioambiental y social de la movilidad urbana y la 

mejora del transporte público colectivo, que han supuesto un avance respecto a la situación en que 

se encontraba el servicio en los ejercicios anteriores.  

Sin embargo, de la fiscalización efectuada se han detectado algunas deficiencias. El seguimiento de 

los instrumentos de planificación relacionados con la movilidad sostenible ha sido limitado y ha 

carecido mayoritariamente de indicadores para realizar tal seguimiento y de informes en los que se 

reflejen sus resultados. Asimismo, se han producido incidencias en los contratos celebrados para la 

ejecución de las actuaciones examinadas tales como demoras, modificaciones contractuales que 

frecuentemente han implicado ampliaciones de plazo e incrementos de costes, suspensiones y 

resoluciones de contratos. Tampoco han realizado, con carácter general, un seguimiento posterior 

de las actuaciones ejecutadas al objeto de valorar su efectividad y si se han alcanzado los objetivos 

previstos, lo que les permitiría identificar aspectos susceptibles de mejora. 

Es por ello por lo que el Tribunal de Cuentas recomienda a los ayuntamientos adoptar las medidas 

necesarias a fin de subsanar dichas deficiencias, de manera que puedan realizar un uso adecuado y 

eficiente de los fondos públicos en el logro de un transporte público colectivo sostenible, en su 

triple vertiente: social, medioambiental y económica.  
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■ Principales recomendaciones 
 

 

Las recomendaciones dirigidas a los ayuntamientos fiscalizados son las siguientes:  

 

En relación con 

la planificación 

sobre movilidad 

sostenible 

1. Adoptar, salvo los Ayuntamientos de Murcia y Palma, las 

medidas necesarias para adaptar los PMUS a las previsiones 

contenidas en la Ley de cambio climático y transición 

energética.  

2. Establecer procedimientos para garantizar el examen 

permanente del grado de cumplimiento de los objetivos fijados 

en los instrumentos de planificación vinculados con el 

transporte público colectivo urbano, que permitan analizar las 

desviaciones padecidas y proponer actuaciones correctivas. 

 

En relación con 

las actuaciones 

para lograr la 

sostenibilidad 

en el transporte 

público 

colectivo 

3. Concretar en los planes sobre movilidad el número de 

autobuses que prevén adquirir a fin de renovar la flota y lograr 

la descarbonización de la movilidad urbana, el tipo de 

combustible que han de utilizar y el periodo temporal en el que 

habrían de realizarse las compras, con arreglo a los estudios 

previos que sean precisos y los recursos económicos 

disponibles. Todo ello a fin de poder realizar un seguimiento 

adecuado que permita valorar la consecución de los objetivos 

previstos. 

4. A los Ayuntamientos de Alicante, Las Palmas de Gran 

Canaria, Palma y Zaragoza: Establecer salvaguardas en los 

contratos para garantizar que los plazos de entrega de los 

vehículos destinados al transporte público colectivo sean 

cumplidos por las empresas suministradoras y al 

Ayuntamiento de Málaga: Fijar con mayor precisión el 

número de autobuses que tiene previsto comprar, máxime 

cuando la percepción de subvenciones para la financiación de 

las adquisiciones dependa del cumplimiento de los plazos de 

ejecución estipulados o de la concreción del número de 

vehículos que está previsto adquirir. 
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En relación con 

las actuaciones 

para lograr la 

sostenibilidad 

en el transporte 

público 

colectivo 

5. A los Ayuntamientos de Alicante, Bilbao, Las 

Palmas de Gran Canaria, Málaga, Murcia, Palma y 

Sevilla: Extremar el rigor en la planificación, preparación, 

adjudicación y supervisión de los contratos, especialmente 

en los de obras de grandes proyectos de infraestructuras, a 

fin de evitar que se produzcan incidencias en su ejecución 

que desvirtúen las condiciones en las que fueron 

originariamente licitadas, tales como demoras, 

modificaciones contractuales que frecuentemente implican 

ampliaciones de plazo e incrementos de costes, 

suspensiones y resoluciones de contratos con el 

consiguiente abono, en su caso, de la correspondiente 

indemnización de daños y perjuicios a favor del contratista. 

 

En relación con 

el seguimiento y 

control de la 

ejecución de las 

actuaciones 

fiscalizadas y 

con las 

encuestas de 

satisfacción 

6. Establecer los procedimientos que sean precisos para 

verificar el grado de ejecución y la efectividad de las 

actuaciones realizadas para lograr la sostenibilidad del 

transporte público colectivo y su adecuación a las 

necesidades del servicio. Dicho seguimiento debería servir 

también para identificar aspectos susceptibles de mejora y/o 

de actualización, a la vista de los resultados obtenidos y de 

las novedades que, en áreas como la digitalización, puedan 

surgir periódicamente en el sector. 

 

En relación con 

el cumplimiento 

de los principios 

transversales del 

PRTR 

7. Al Ayuntamiento de Palma: Establecer procedimientos 

que permitan la revisión periódica del PMA y su adaptación 

a las circunstancias acaecidas con posterioridad a su 

aprobación, dotándose de los medios adecuados para poder 

realizar estos procesos internamente.  
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